
CUESTIONARIO
1.
¿Tiene su país leyes, políticas o guías sobre acceso a la justicia, en cualquier nivel de gobierno, que garantice a las personas con discapacidad, particularmente mujeres y niños y niñas con discapacidad:

a. participar en procedimientos administrativos y judiciales en igualdad de condiciones con los demás en su rol de testigos, jurados, demandante, acusado u otro, incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, (por favor identifique y comparta el texto de dichas previsiones);

b. tener capacidad procesal en todo procedimiento administrativo y proceso judicial, incluyendo el derecho a ser oído como parte del derecho a un juicio justo; 

c. tener acceso efectivo a una reparación que sea proporcional al derecho violado y ajustada a la situación específica; y

d. tener acceso efectivo a la justicia en contextos de desastre; migración y búsqueda de asilo; situaciones de conflicto y post-conflicto, y justicia transicional; y sistemas de justicia comunal, consuetudinaria e indígena, entre otros. 

La Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley 29973, reconoce que la persona con discapacidad tiene capacidad jurídica en todos los aspectos de la vida, en igualdad de condiciones que las demás. Asimismo, señala que el Estado garantiza el derecho de la persona con discapacidad a la propiedad, a la herencia, a contratar libremente y a acceder en igualdad de condiciones que las demás a seguros, préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, así como a contraer matrimonio y a decidir libremente sobre el ejercicio de su sexualidad y su fertilidad.

El Reglamento de la citada Ley, regula lo concerniente al acceso a la justicia en el artículo 23, señalando que: “Los organismos vinculados a la administración de justicia garantizan la tutela preferente y accesibilidad de las personas con discapacidad a la infraestructura de los órganos que lo conforman; disponen las medidas conducentes al acceso a todos los servicios aprobados que requieran, así como la disposición de los apoyos y recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comprensión, privacidad y comunicación. Establecen e implementan manuales de buenas prácticas de revisión permanente”. Ello también es aplicable para los mecanismos alternativos de resolución de conflictos.

Mediante la Resolución Administrativa N° 266-2010-CE-PJ, de fecha 23 de octubre de 2010, el Estado Peruano dispone la adhesión del Poder Judicial a la implementación de las "100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condiciones de Vulnerabilidad
".  En mérito a ello, el Poder Judicial debe establecer las condiciones necesarias para garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad al sistema de justicia, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios judiciales y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comprensión, privacidad y comunicación.

Es así que mediante Resolución Administrativa N° 028-2016-CE-PJ, de fecha 08 de febrero de 2016, se crea el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, a fin de lograr un mejor desarrollo y cumplimiento de las funciones, estrategias y actividad desarrolladas para la ejecución de las 100 Reglas de Brasilia. 

A fin de implementar las mencionadas reglas, de manera coordinada intra e interinstitucional, el Poder Judicial aprueba el “Plan Nacional de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad – Poder Judicial del Perú 2016-2021”, estableciendo acciones que deben ser implementadas por los funcionarios y operadores de justicia de las 33 Cortes Superiores de Justicia del país. 

El referido plan tiene los siguientes objetivos específicos: 

· Promover el acceso a la justicia de niños y niñas en estado de desprotección familiar, víctimas de trabajo infantil, trata, explotación sexual, violencia familiar, violencia escolar, maltrato, castigo físico humillante.

· Propiciar el acceso a la justicia de los adolescentes que se encuentran en conflicto con la Ley Penal.

· Fomentar el acceso a la justicia de las mujeres discriminadas y víctimas de violencia basada en género, de manera eficaz y oportuna, propiciando la eliminación de las barreras que limitan su acceso.

· Fortalecer los mecanismos de acceso a la justicia para la protección de los derechos de los adultos mayores.

· Promover la efectividad de los derechos de las personas con discapacidad.

· Fomentar una política de inclusión social con las personas en condición de vulnerabilidad, en especial aquellas que se encuentran en situación de pobreza y pobreza extrema.

· Propiciar un enfoque intercultural en el sistema de administración de justicia para la protección de los derechos de las personas pertenecientes a comunidades indígenas. 

En cuanto a la accesibilidad física, el primer objetivo del Plan consiste en “facilitar el acceso a las instalaciones judiciales de las personas con discapacidad”. Entre otros, mediante el diagnostico de necesidades de cada establecimiento y adecuaciones arquitectónicas. El resultado esperado para el 2021 es que el 100% de las personas con discapacidad cuenten con medios de apoyo para el acceso a las instalaciones del Poder Judicial. 

Con relación a la accesibilidad legal, dicho Plan busca “promover la protección de los derechos de las personas con discapacidad” mediante el impulso de la reforma del Código Civil sobre capacidad jurídica, la elaboración de un Protocolo, el otorgamiento de una atención especial a víctimas con discapacidad en procesos judiciales, entre otros. Se plantea como meta para el 2021 que el 80% de las personas con discapacidad tengan sus derechos protegidos. 

Con relación a la accesibilidad comunicacional, se plantea el objetivo de “promover la participación de las personas con discapacidad en el proceso judicial mediante el uso de medios virtuales”, a través de acciones como la adaptación de la página web para personas con discapacidad visual. La meta en este caso es de 50% de acceso al 2021. Asimismo, se plantea un objetivo específico sobre niños, niñas y adolescentes con discapacidad y en estado de abandono, para quienes se propone resolver con celeridad sus procesos, publicar reportes periódicos de estos casos y fortalecer los mecanismos interinstitucionales que garanticen su adecuada protección. La meta al 2021 es de 100%. 

En lo concerniente a la participación de los niños y niñas con discapacidad en los procedimientos administrativos y judiciales, mediante Resolución Administrativa N° 288-2016-CE-PJ, de fecha 31 de agosto de 2016, se aprobó el “Protocolo de participación judicial del niño, niña y adolescente”, que tiene como objetivo facilitar la comparecencia de los niños, niñas y adolescentes, garantizando el derecho a expresar su opinión (resaltando que se trata de una opción y no de una obligación) y  que ésta sea tomada en cuenta por los operadores de justicia.
Con relación, en atención a los  sistemas de justicia comunal, consuetudinaria e indígena, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial cuenta con la Oficina Nacional de Apoyo a la Justicia de Paz y a la Justicia Indígena (ONAJUP), así como Oficinas Distritales de Apoyo a la Justicia de Paz (ODAJUP), las cuales fortalecen la justicia de paz y la justicia intercultural, mediante la formación y el desarrollo de las capacidades de los operadores de justicia, a fin que briden una efectiva asesoría legal a los usuarios. Se han desarrollado los siguientes instrumentos normativos: 
· “Protocolo de Coordinación entre Sistemas de Justicia”, aprobado mediante Resolución Administrativa N° 333-2013-CE-PJ, tiene como objetivo establecer los principios, pautas y estrategias que deben regir en las relaciones entre las autoridades de los sistemas de justicia ordinarios y especiales. 
· “Protocolo de actuación en procesos judiciales que involucren a comuneros y ronderos”, aprobado mediante Resolución Administrativa N° 333-2013-CE-PJ,  que considera la importancia del enfoque cultural en el servicio que brinda el Poder Judicial a dichos actores en procesos ordinarios; y establece garantías relacionadas con sus derechos culturales y lingüísticos.
· “Protocolo de Atención y Orientación Legal con Enfoque Intercultural a Funcionarios del Sistema Estatal de Justicia”, aprobado mediante Resolución Administrativa N° 156-2015-CE-PJ, establece acciones y pautas encaminadas a asegurar la adecuada atención y orientación legal de las comunidades campesinas, nativas y rondas campesinas, coadyuvando a mejorar las condiciones de acceso a la justicia. 
Con relación al acceso efectivo a la justicia en contextos de migración se viene elaborando un Plan de Acción Intersectorial con los Ministerios de Justicia, Relaciones Exteriores y del Ministerio del Interior (Atención y la defensa pública efectivas de los migrantes).

2.
Tiene en su país ejemplos sobre: 

a. cómo se proveen y aplican ajustes de procedimiento, incluidos aquellos adecuados a la edad, por ejemplo a través de protocolos de actuación y otras guías;

· Implementación del Sistema de Alerta Judicial para personas adultas mayores, aprobado mediante Resolución Administrativa N° 134-2016-CE-PJ, aplicativo informático instalado en el Sistema Integrado Judicial (SIJ) que permite que los jueces y secretarios de juzgado reciban un mensaje en su correo electrónico institucional y en su teléfono móvil, advirtiendo la participación de personas adultas mayores y personas con discapacidad en el proceso judicial,  a fin de otorgarle prioridad en la atención preferente, garantizando la celeridad del proceso. 
El sistema identifica con el color ámbar al expediente en el que interviene un litigante que tenga entre 60 y 75 años de edad, lo cual significará que tiene derecho a la “atención preferente” en su proceso. Si la persona tiene o es mayor de 75 años o tiene algún tipo de discapacidad, lo identificará con el color rojo, lo cual significa que tiene “prioridad en la atención preferente”. Actualmente viene siendo ejecutado en los Juzgados de Civiles y  de Familia. 
· Directiva N° 005-2012-P-PJ, “Normas y Procedimientos para la atención Preferente en las Entrevistas con los Señores Jueces Supremos de la Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Superior de Justicia de la Republica” que tiene por objetivo regular la atención que brinda a las personas con discapacidad, adultos mayores, enfermos graves y/o personas con invalidez absoluta y mujeres embarazadas que solicitan entrevistas con los jueces de las Salas de Derecho Constitucional y Social Transitoria, en relación con sus procesos judiciales.

· Convenio suscrito entre el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad del Poder Judicial y el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, a fin que se implemente el “Modelo de Justicia Itinerante
” en el Programa Tambos, el cual cuenta con 248 sedes a nivel nacional. Dicho convenio permitirá implementar las Mesas de Partes y desarrollar audiencias itinerantes.
b. programas de capacitación sobre el derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad dirigidos a jueces, abogados, fiscales, policías, trabajadores sociales, intérpretes de idiomas y de lengua de señas, centros de asistencia jurídica y otros órganos judiciales y administrativos que intervengan en instancias judiciales o cuasi judiciales;

· Diplomado de Especialización de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables, organizado por el Poder Judicial, a través del Centro de Investigaciones Judiciales y el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu comunidad y la Universidad de Jaén de España;  dirigido a jueces y servidores judiciales. Se llevó a cabo durante los meses de octubre 2016 a marzo 2017. 
· Curso Virtual gratuito Acceso a la Justicia y las 100 Reglas de Brasilia, desarrolló la temática de niños, niñas y adolescentes, adulto mayor, personas con discapacidad, víctimas y género, organizado por el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu comunidad. Cabe precisar que el curso se impartió en español y quechua. 
c. programas educativos sobre el derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad dirigidos a estudiantes de derecho, así como en las escuelas de trabajo social, de interpretación de lengua de señas, de ciencia forense, y de psiquiatría y psicología, entre otras facultades pertinentes; y

No se cuenta con información 

d. programas de asistencia jurídica, públicos y/o privados, que incluyan el derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad en sus prácticas, incluida la disponibilidad de servicios de apoyo y enlace para tribunales u otras instancias judiciales o cuasi judiciales.

No se cuenta con información 
3. 
¿Cuenta su país con leyes, políticas y estrategias para asegurar la participación de personas con discapacidad en igualdad de condiciones con otras personas en el poder judicial u otras instancias judiciales o cuasi judiciales, incluso en su papel de jueces, testigos, jurados, abogados o cualquier otra parte activa en procedimientos judiciales o cuasi judiciales?

· Implementación de Salas de Atención Preferente en 31 Cortes Superiores de Justicia del país, las mismas que cuentan con los medios tecnológicos de apoyo necesarios para el normal desarrollo de las actuaciones judiciales en las que intervienen personas con discapacidad, entre ellas la participación de intérpretes de lengua de señas, material en lenguaje braille, participación de personas de entera confianza de la personas con discapacidad, conllevando a la defensa de sus intereses en el proceso judicial. 

· Se realizan audiencias especiales a adultos mayores y personas con discapacidad en sus domicilios, a cargo del juez y el equipo multidisciplinario correspondiente, dichas audiencias se realizan a pedido de parte con una declaración jurada de imposibilidad de traslado, asegurando el acceso a justicia, en igualdad de condiciones que las demás personas.

· Mediante Resolución Administrativa N° 272-2014-P-PJ, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia ha exhortado a los Jueces de Familia Especializados y Superiores, y aquellos competentes que conozcan procesos de interdicción civil de personas con discapacidad, señalar en las sentencias, de manera clara, expresa y sencilla, la extensión y los límites de la curatela que se ordene, teniendo en cuenta el grado de incapacidad que se haya probado, a fin de evitar posibles excesos contra la voluntad o interés de las personas con discapacidad. 

Asimismo, refiere que el Poder Judicial debe inclinarse hacia el resguardo de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, conforme a lo dispuesto por el del artículo 9 de la Ley N° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, y el artículo 12 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de las Naciones Unidas; de tal manera que se garantice el libre ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad, estableciendo apoyos para la toma de decisiones que les competen y evitando posibles excesos en su contra por parte de los curadores
.
4. ¿Su país supervisa y recopila datos desagregados con respecto al acceso a procedimientos judiciales o cuasi judiciales relativos a:
a. la participación de las personas con discapacidad en los procedimientos judiciales o cuasi judiciales, incluido el número de quejas presentadas, la naturaleza de las mismas y sus resultados;

El Poder Judicial lleva el registro de las personas con discapacidad que participan en procesos judiciales, mediante el Sistema de Alerta Judicial para Personas Adultas Mayores.
b. las personas con discapacidad que logren recibir reparación y la naturaleza de esas reparaciones, si son adecuadas, eficaces, rápidas y apropiadas, respondiendo a su situación específica;

No se cuenta con información. 
c. las personas con discapacidad que han sido condenadas, la naturaleza de su condena y si se beneficiaron de las salvaguardias del derecho a un juicio justo en igualdad de condiciones con las demás personas; y

No se cuenta con información.

d. la apertura y la realización de investigaciones imparciales e independientes sobre las violaciones de derechos humanos contra personas con discapacidad, en particular las relacionadas con el derecho a la vida, la libertad y la seguridad de la persona, el derecho a no ser víctima de violencia, abuso y explotación, y el derecho a no ser víctima de tortura o trato o castigo inhumano o degradante.
 No se cuenta con información.
CONADIS y MINJUS
PERÚ

� Instrumento internacional que tienen como objetivo garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial. Asimismo, dispone que para que las personas con discapacidad accedan al sistema de justicia, se procurará establecer las condiciones necesarias para garantizar la accesibilidad al sistema de justicia, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación.


� El Modelo de Justicia Itinerante permite la implementación de Mesas de Partes para la recepción de demandas en 31 Cortes Superiores de Justicia del país, que beneficiarán a las personas ubicadas en zonas rurales, suburbanas o pertenecientes a lugares geográficamente lejanos o con especiales dificultades de comunicación


�  Resolución Nº 32 - Sentencia emitida por el 3° Juzgado de Familia de Cusco. Expediente N°  01305-2012-0-1001-JR-FC-03









